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			1. El caso

			En una causa[3] en la cual la Cámara Nacional Electoral revisó por apelación la denegatoria de ciudadanía dispuesta por un juez federal, el tribunal de grado resolvió la inconstitucionalidad del Decreto 366/25.

			Recordemos que este decreto de necesidad y urgencia (DNU) dispuso —entre otros tópicos— que fuese la Dirección Nacional de Migraciones y no la Justicia quien de aquí en más[4] —y contrariamente a lo dispuesto hasta ahora por la antiquísima Ley 346—[5] sea la competente para el otorgamiento de cartas de ciudadanía. 

			En lo que aquí interesa, la Cámara manifestó que 

			… en nada obsta al mantenimiento del reseñado criterio el decreto de necesidad y urgencia 366/2025, […] que asigna a la Dirección Nacional de Migraciones la competencia para otorgar ciudadanías- pues […] los tribunales deben resguardar el principio de jerarquía normativa, que les impone aplicar la norma legal frente a un decreto que la modifica con exceso de facultades constitucionales.[6]

			Para concluir del modo citado, la Cámara entendió que existía una “… intrínseca vinculación entre el otorgamiento de cartas de ciudadanía y la adquisición de los derechos políticos electorales”.[7]

			En suma, el tribunal arguyó que el DNU regulaba materia electoral, prohibida para esta categoría excepcional de normas por la Constitución Nacional.[8] Por otro lado, analizó si las razones aducidas en el DNU daban cuenta de una “situación de emergencia”[9] o si eran supuestos de “mera conveniencia”[10] que no justificaban la emisión de un decreto de excepción. 

			En este sentido, concluyó que los motivos expresados en los considerandos del DNU en cuanto a que fuese la Dirección Nacional de Migraciones —y no la Justicia, como lo hacía hasta ahora— la competente para otorgar cartas de ciudadanía “[…] no alcanzan para poner en evidencia […] la necesidad de adoptar medidas inmediatas para paliar una situación de rigurosa excepcionalidad que pusiera en riesgo el normal funcionamiento del régimen de naturalización”.[11]

			La Cámara destacó que en los fundamentos del decreto se había expresado que la Dirección de Migraciones era la autoridad administrativa competente para el otorgamiento de cartas de ciudadanía “[…] ya que podía verificar de forma adecuada la pertenencia del otorgamiento de dichas cartas” y que no correspondía distraer recursos del Poder Judicial a tales fines, “[…] los que podrían ser utilizados para el cumplimiento de las funciones específicas de dicho Poder”.[12]

			En otras palabras, la motivación del DNU[13] —entendió la Cámara— resultaba deficiente para acreditar una situación excepcional de necesidad y urgencia.[14] 

			2. Conclusiones

			Por un doble orden de razones sustanciales, la Cámara Nacional Electoral declaró inconstitucional el DNU 366/25: 1) incurrir en materia electoral; 2) no configurarse circunstancias excepcionales de necesidad y urgencia. Ambos requisitos son condición sine qua non[15] para que este tipo excepcional de normas de sustancia legislativa sean dictadas por el PEN conforme lo preceptuado por el art. 99, inc. 3 de la Constitución Nacional. 

			Las materias vedadas por la Constitución nacional para los DNU están tasadas por la norma fundamental. Invita la reflexión considerar —como lo hiciera la Cámara electoral— que la emisión de cartas de ciudadanía invade o incide en materia electoral prohibida por la carta magna. De otro lado, plausiblemente el tribunal exige una adecuada motivación que justifique el dictado del DNU.

			Recordemos que todo acto estatal debe estar adecuadamente motivado, sea un acto administrativo, una ley o una sentencia. Ello es una consecuencia de los principios de publicidad y razonabilidad de los actos de gobierno, consustanciales al Estado de derecho.

			En la especie se trató de una norma de carácter excepcional, por lo que la necesidad de motivación adecuada se vio potenciada geométricamente. 

			Verdadero caballo de Troya del derecho administrativo, la ausencia o deficiencia de motivación deja inerme a la ciudadanía en general y al interesado en particular —en este caso, al solicitante de la carta de ciudadanía— para defenderse y controlar los actos de gobierno. La deficiencia motivacional afecta así la esfera vital del individuo y el derecho social a gozar de una buena administración.[16]
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